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Millennial presidency: rancid wine,  

old wineskins, new vessels

Salvador Enrique Anaya

“Ni tampoco se echa vino nuevo en odres viejos, por-
que el vino nuevo revienta los odres, y entonces el 
vino se derrama y los odres se echan a perder. Más 
bien, el vino nuevo debe echarse en odres nuevos”

(San Marcos 2:22).

Resumen: el artículo reseña y analiza los hechos más relevan-
tes vinculados al anuncio, preparación y ejecución del desman-
telamiento de la democracia en El Salvador, lo que por ahora 
se ha materializado en la inconstitucional reelección de Nayib 
Bukele, el “presidente milenial” de El Salvador: según el autor, 
tal situación no es más que vino rancio, en odres viejos, servido 
en vasijas nuevas.

Abstract: the article reviews and analyzes the most relevant 
facts that are linked to the announcement, preparation, execu-
tion and dismantlement of El Salvador’s democracy, which at 
the moment has been realized in the unconstitutional re—elec-
tion of Nayib Bukele the “millennial president” of El Salvador. 
According to the author, this situation is only stale wine in old 
wineskins served in new vessels.
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I. Introducción

La referencia a la famosa parábola del vino y los odres no es in-
dicativa de que propondremos en este espacio una labor de her-
menéutica jurídica de aquélla, sobre la que ya existen múltiples 
interpretaciones, sino que simple y sencillamente, la narración 
nos sirve para analizar un fenómeno político de esta época.

Ahora bien, con relación a la citada parábola, basta recordar 
que el vino nuevo no podía echarse en odres viejos —hechos de 
cuero—, porque estos no podían estirarse y, por tanto, a causa de 
la fermentación del vino se rompían y se derramaba el vino: pues 
retomemos la metáfora relatada en el evangelio según San Mar-
cos y cambiemos vino por ideas autoritarias; odres por prácticas 
ilegales; y vasijas por propaganda.

Así, hoy día, el desmantelamiento de una democracia funciona 
más bien como el proceso de guardar vino rancio en odres viejos 
y servirlo en vasijas nuevas. 

Al respecto, no olvidemos que “[...] existe otra manera de 
hacer quebrar una democracia, un modo menos dramático pero 
igual de destructivo. Las democracias pueden fracasar a manos 
no ya de generales, sino de líderes electos, de presidentes o de 
primeros ministros que subvierten el proceso mismo que los 
condujo al poder”.1

1	 Steven Levistsky y Daniel Ziblatt, Cómo mueren las democracias, Ariel, Mé-
xico, 2018,  p. 11. 
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En El Salvador, la legítimamente electa administración presi-
dencial de Nayib Bukele (1 de junio de 2019-1 de junio de 2024) 
consistió, desde una perspectiva constitucional, en un constan-
te goteo de acciones y actos tendentes al desmantelamiento —o, 
más bien, destrucción— de la democracia salvadoreña, lo que ha 
acontecido a un paso acelerado.

Así, en esta ocasión revisaremos el proceso de desmantela-
miento de la democracia salvadoreña, en lo que no parece una 
medida ocasional y coyuntural, sino todo un plan estratégico 
(más bien, una conspiración desarrollada según los hechos im-
previstos) para la concentración y perpetuación de un grupo —
representado por una persona— en el poder estatal: analizare-
mos, en breve epítome, las acciones y actos inconstitucionales que 
han posibilitado que desaparezca, por hoy, lo que era la frágil 
democracia salvadoreña.

II. Anuncio: invasión militar de la asamblea legislativa

Antes de ocupar la presidencia de la República de El Salvador 
desde 1 de junio de 2019, Bukele ejerció como alcalde de dos 
municipios: primero, Nuevo Cuscatlán (desde 1 de mayo de 2012 
al 1 de mayo de 2015), prácticamente una zona rural con un pe-
queño poblado, pero que por cercanía con áreas urbanas, ha es-
tado en un rápido proceso de urbanización; y, segundo, de San 
Salvador (1 de mayo de 2015 al 1 de mayo de 2018), la capital 
salvadoreña.

Durante el ejercicio de funciones municipales, Bukele y su 
grupo ya utilizaban lenguaje de tono fascista, así como ejecuta-
ban acciones de naturaleza autoritaria y, sobre todo, cuestiona-
ban el papel y la importancia de la Constitución para el proceder 
político. A tal discurso y accionar le denominamos a—constitu-
cionalismo. 

Y es que, en lo que arbitrariamente denominamos mundo 
occidental, en los últimos casi 300 años, la ideología política, so-
cial y jurídica dominante ha sido el constitucionalismo, ese mo-
vimiento que, en esencia, basado en la premisa de la dignidad 
humana —expresada en la libertad y en igualdad de las perso-
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nas—, es indicativa de la noción de limitación del poder median-
te normas jurídicas. Es el constitucionalismo, pues, un conjunto 
de experiencias e ideas que, materializadas de distinta forma y 
alcance según tiempo y lugar, se identifica de modo esencial con 
las exigencias de justificación racional y de formación, limitación 
y control del poder: por ello, el constitucionalismo es la ideología 
política, social y jurídica a partir de la cual se han construido las 
democracias modernas y, con éxitos y fracasos, es una idea que 
ha estado presente en toda la historia salvadoreña.

Incluso antes del anuncio de la candidatura presidencial de 
Bukele en 2018, su discurso y accionar mostraban que el gru-
po que representa aquel negaba la premisa, los principios y los 
valores del constitucionalismo, renegaba de la Constitución: por 
ello le denominamos a—constitucionalismo, en el sentido de pri-
vación o negación del constitucionalismo.

Ahora bien, una vez inicia el período presidencial 2019-2024, 
el carácter autoritario del grupo dirigido por Bukele se presenta 
ya, recurriendo a la conocida frase de John Kennedy Toole en “La 
conjura de los necios”, con una “asombrosa falta de buen gusto y 
de decencia”.

Inicialmente mediante la divulgación de “órdenes” presiden-
ciales a través de tuits —ahora post—, al extremo que asesores ju-
rídicos de la presidencia de la República llegaron a afirmar que la 
divulgación de tuits “presidenciales” eran un medio válido para 
la existencia y vigencia de una norma jurídica, como si de ucases 
—decretos del zar— se trataran.

Luego, en un ambiente polarizado por la propaganda oficial 
de mensajes de odio y el ataque a los diputados de la Asamblea 
Legislativa (XIII legislatura, de 1 de mayo de 2018 a 1 de mayo 
de 2021, que Bukele no controlaba), la presidencia reclamó con 
urgencia la aprobación de un préstamo internacional de $109 mi-
llones de dólares, supuestamente para financiar una de las etapas 
de un supuesto plan de seguridad denominado “Plan de control 
territorial”, cuyo contenido nunca se ha conocido.

Ante la negativa de la Asamblea Legislativa (en adelante, AL) 
a aprobar nuevos préstamos sin antes conocer los objetivos y el 
plan de inversión, desde la presidencia se llamó a una “insurrec-
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ción” contra el órgano legislativo, pero que se materializó jurídi-
camente en una convocatoria del Consejo de Ministros —parte 
del órgano ejecutivo— a una sesión extraordinaria de la AL para 
que aprobara el préstamo reclamado.

En resumen, los hechos acontecieron así:

a.	 El 6 de febrero de 2020, el Consejo de Ministros, sobre la 
base del artículo 167, ordinal 7º, de la Constitución (en 
adelante, Cn.),2 resuelve convocar a sesión extraordinaria 
de la AL para el 9 de febrero de 2020.

b.	 A partir del 6 de febrero de 2020 se realizó campaña pro-
pagandística en redes sociales, de que el presidente de la 
República exigía que la AL debía reunirse y aprobar el 
préstamo, alegando que, de no hacerlo, el pueblo debía 
ejercer el derecho a la insurrección contra la AL.3

c.	 El 7 de febrero de 2020, la Asamblea declaró improceden-
te la convocatoria hecha por el Consejo de Ministros.

d.	 El 8 de febrero de 2020 se presentaron, ante la Sala de lo 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (en ade-
lante, SCn de CSJ), demandas de inconstitucionalidad 
contra el acuerdo del Consejo de Ministros.

e.	 El 9 de febrero de 2020, militares y policías de una uni-
dad de élite, uniformados y equipados con armas de alto 
calibre, invadieron el salón de plenos de la AL —conocido 
como “Salón Azul”—, con presencia de pocos diputados.

2	 Ordinal 7º del artículo 167 de la Constitución (Cn.): “Corresponde al Con-
sejo de Ministros: 7º.- Convocar extraordinariamente a la Asamblea Legis-
lativa, cuando los intereses de la República lo demanden”.

3	 Incluso, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (SCn/
CSJ), en la sentencia de las 12 horas y 40 minutos del 23 de octubre de 
2020, en el proceso acumulativo de inconstitucionalidad Nos. 6-2020/7-
2020/10-2020/11-2020, se refirió al ambiente provocado por la propagan-
da oficialista: “La evidencia empírica a la que se ha hecho referencia en el 
párrafo precedente se trata de declaraciones realizadas por el Presidente de 
la República en las que, básicamente, denota una actitud de conflicto per-
manente hacia ciertos órganos establecidos en la Constitución (por ejem-
plo, la Asamblea Legislativa y esta sala) o aquellos sectores ciudadanos que, 
en ejercicio de su libertad de expresión, prensa o información, realizan 
manifestaciones que de alguna manera son percibidas como contrarias o 
críticas por parte de él”.
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f.	 En la tarde del 9 de febrero de 2020, Bukele ingresó al 
Salón Azul, se sentó en el sillón del presidente de la AL, 
supuestamente oró y se retiró.

g.	 El 10 de febrero de 2020, la SCn de CSJ admitió demanda 
de inconstitucionalidad y decretó medida cautelar en el 
sentido que cesaban los efectos de la convocatoria hecha 
por el Consejo de Ministros, dado el eventual carácter 
continuado del acto impugnado.

h.	 Aunque la llegada de la pandemia por Covid-19 impidió 
que la presidencia insistiera en la sesión extraordinaria 
de la AL, los procesos de inconstitucionalidad sí se desa-
rrollaron con relativa normalidad.

i.	 La SCn de CSJ emitió sentencia hasta el 23 de octubre de 
2020, declarando la inconstitucionalidad del acuerdo del 
Consejo de Ministros en que convocaba a la AL.4

4	 Sentencia de la SCn/CSJ, de las 12 horas y 40 minutos del 23 de octubre de 
2020, en el proceso acumulativo de inconstitucionalidad Nos. 6-2020/7-
2020/10-2020/11-2020: “Declárase inconstitucional por vicios de conte-
nido, de un modo general y obligatorio, el punto cuatro del acuerdo emi-
tido por el Consejo de Ministros en la sesión número 2 de 6 de febrero de 
2020, mediante el cual se acordó por unanimidad convocar a la Asamblea 
Legislativa para que llevara a cabo una sesión extraordinaria a las 15 horas 
del 9 de febrero de 2020, con el objeto de obtener la autorización para 
suscribir el préstamo para financiar la fase III del Plan Control Territorial, 
porque ese acuerdo viola los artículos 167 ordinal 7°; 86 en relación con 
el artículo 167 ordinal 7°; y 86 inciso 1°, 131 ordinal 5° y 148; todos de 
la Constitución. Las razones son, por su orden, que: (i) el acuerdo de con-
vocatoria no encaja dentro del supuesto previsto en el artículo 167 ordinal 
7° Cn., porque aunque la seguridad y la lucha contra el crimen son de gran 
importancia, el tema del préstamo ya estaba dentro de la agenda de análisis 
de la Asamblea Legislativa y ya se había iniciado su discusión, lo cual se 
encuentra dentro del marco de debate y complejidad propio de un órgano 
deliberativo, y se agendaría en una próxima plenaria convocada ordina-
riamente (lunes 10 de febrero de 2020); (ii) no se justificó la urgencia de 
la aprobación del préstamo y la relación existente entre su aprobación y 
la disminución inmediata de la delincuencia organizada, es decir, por qué 
habría sido necesario aprobarlo antes de la fecha de la convocatoria ex-
traordinaria y de qué manera su aprobación habría llevado, por sí misma 
y al instante, a la reducción de dicha delincuencia; y (iii) el acuerdo de 
convocatoria incide en las competencias de la Asamblea Legislativa, ya que 
la única obligación que tiene dicho órgano fundamental frente a una con-
vocatoria extraordinaria, cuando legítimamente proceda, es la de atenderla 
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La toma militar del Salón Azul de la AL fue el acto que evi-
denció, ya sin ambages, el perfil autocrático del proyecto político 
de Bukele, que si bien no se concretó en la destitución de los 
diputados, sí mostró el uso de la fuerza para amenazar y ame-
drentar a opositores y críticos: en puridad, según investigaciones 
periodísticas, la toma de la AL fue más bien un acto de marketing 
político, que resultó excesivo y fue detenido por el cuerpo diplo-
mático acreditado en El Salvador.5 

III. Preparación: pandemia y suspensión 
 de facto de derechos constitucionales

La situación de una inesperada grave crisis sanitaria puede pro-
vocar, como sucedió en El Salvador y en otros países, un ambien-
te propicio para la arbitrariedad y el autoritarismo, motivando 
incluso groseras violaciones a la libertad personal, llegando al 
extremo que es el propio Estado quien pueda eventualmente co-
locar en riesgos a los ciudadanos.

Así aconteció en El Salvador, cuando el sábado 21 de marzo 
de 2020, en cadena nacional de radio y televisión, el presidente 
de la República ordenó, sin ninguna base legal, que las personas 
que circularan en la calle sin justificación, serían detenidas y lle-
vadas a un centro de contención por 30 días: semejante orden, 
carente de cualquier sustento racional o de soporte jurídico, se 
ejecutó a partir de la noche del mismo 21 de marzo de 2020, pro-
vocando en pocos días, cientos de detenciones ilegales.

Relativamente pocos días después del inicio de las detencio-
nes ilegales (6 días, que es una eternidad en supuestos de restric-
ciones ilegales de la libertad), la SCn de CSJ comenzó a emitir 
resoluciones cautelares en procesos de exhibición personal o há-
beas corpus, en afán de detener esas detenciones.

y sesionar, no la de adoptar una decisión en uno u otro sentido. En este 
caso, no podía imponérsele o requerírsele a la Asamblea Legislativa que 
aprobara el préstamo para financiar la fase III del Plan de Control Territo-
rial —mucho menos mediante coacción—, sino solo solicitar su discusión”.

5	 Resulta muy interesante la investigación y reseña periodística publicada 
en El Faro, https://elfaro.net/es/202003/el_salvador/24110/la-historia-de-
tras-del-dia-en-que-bukele-se-tomo-la-asamblea-legislativa 
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Sin embargo, la presidencia de la República obvió todas las 
órdenes judiciales y, al contrario, intentó por varias veces —me-
diante iniciativas de ley, mediante acuerdo ejecutivos— conser-
var de facto un régimen de suspensión de derechos constitucio-
nales.

Dado que en este espacio es imposible se pueda reseñar la 
ingente producción normativa durante la pandemia y, de modo 
específico, en el transcurso de la cuarentena, solo cabe señalar 
que el 8 de junio de 2020, la SCn de CSJ decretó, en una sola sen-
tencia, la inconstitucionalidad de 2 decretos legislativos6 (en ade-
lante, DL), así como 12 normativas emitidas directamente por 
el Órgano Ejecutivo (lo que comprende decretos presidenciales, 
decretos ministeriales y una resolución ministerial),7 si bien —en 

6	  En la sentencia de la SCn/CSJ, de las 18 horas y 55 minutos del 8 de junio 
de 2020,  en el proceso acumulativo de inconstitucionalidad No. 21-2020, 
se dispuso: “2. Declárase inconstitucional por vicios de forma, de un modo 
general y obligatorio, la Ley de Restricción Temporal de Derechos Consti-
tucionales Concretos para Atender la Pandemia Covid-19, contenida en el 
Decreto Legislativo número 611, por la violación del artículo 131 ordinal 
27º de la Constitución. La razón es porque no se documentó ni acreditó 
suficientemente las razones que justificaban la suspensión de los derechos 
constitucionales concernidos en esos cuerpos normativos como la medida 
idónea para garantizar el derecho a la salud de la población salvadoreña en 
el contexto de pandemia por la COVID-19, pues para esa fecha no existían 
datos oficiales que reportaran casos de contagio en el país”. Y en la misma 
sentencia se añadió: “3. Declárase inconstitucional por conexión, de un 
modo general y obligatorio, el Decreto Legislativo número 639, que con-
tiene la Ley de Regulación para el Aislamiento, Cuarentena, Observación y 
Vigilancia por COVID-19, por violación del artículo 131 ordinal 27º de la 
Constitución, debido a que no se documentó ni acreditó las razones en las 
que se justificaba el régimen de excepción contemplado en dicho cuerpo 
normativo”.

7	 En la citada sentencia de la SCn/CSJ, de las 18 horas y 55 minutos del 8 de 
junio de 2020,  en el proceso acumulativo de inconstitucionalidad No. 21-
2020/23-2020/24-2020/25-2020, se falló: “4. Decláranse inconstituciona-
les por conexión, de un modo general y obligatorio, los Decretos Ejecutivos 
nº 5, 12, 18, 22, 24 y 25 (normas de desarrollo de los decretos legislativos 
emitidos en el contexto de la pandemia por COVID-19 con efectos de cua-
rentena domiciliar obligatoria en todo el país) y los Decretos Ejecutivos 
nº 14, 19, 21 y 26 y la Resolución Ministerial nº 101 (normas autónomas 
que producen efectos de cuarentena domiciliar obligatoria en todo el país), 
por violación al artículo 131 ordinal 27º de la Constitución. La razón es 
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lo que asemeja un acto de consideración estrictamente política— 
difirió los efectos de la sentencia por un plazo de 4 días hábiles, 
en la espera que los responsables políticos emitieran una norma-
tiva ajustada a la Constitución.8

Eso significa que 14 –sí, catorce— textos normativos emiti-
dos en un lapso menor a un trimestre, en los que la presiden-
cia intervino en todos, ya sea porque presentó iniciativa de ley, 
ya sea porque fueron emitidos por autoridades administrativas 
(Presidencia de la República y el Ministerio de Salud), produci-
dos entre el 14 de marzo de 2020 y el 4 de junio de 2020, fueron 
declarados inconstitucionales, amén que la SCn de CSJ estable-
ció, en la sentencia del 8 de junio de 2020, criterio jurispruden-
cial que imponía –obligadamente— la declaratoria de inconstitu-
cionalidad de al menos 2 decretos ejecutivos más: así que, muy 
fácilmente, en números gruesos, en 80 días, la presidencia de la 
República se “lució” con la emisión de aproximadamente 15 tex-
tos normativos que violaban la Constitución. ¡A texto inconstitu-
cional cada 5 días! 

Pero amén del cúmulo de producción normativa inconstitu-
cional, lo más grave –si cabe— es que las infracciones constitucio-
nales que promovió, dictó y ejecutó la administración presiden-
cial se referían a elementos esenciales del sistema democrático y 

que solo mediante un régimen de excepción adoptado mediante los cauces 
constitucionalmente previstos es posible suspender uno o más de los dere-
chos fundamentales en todo o en parte del territorio nacional”.

8	 En efecto, en la parte resolutiva de la sentencia de la SCn/CSJ, de las 18 
horas y 55 minutos del 8 de junio de 2020, en el proceso acumulativo de 
inconstitucionalidad No. 21-2020/23-2020/24-2020/25-2020, se dispu-
so: “7. Difiérense los efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad del 
Decreto Ejecutivo número 29 por el plazo de 4 días, contados a partir del 
siguiente al de la notificación. Esto se debe a que esta sala es consciente 
de que existe una pandemia en el país, que debe ser afrontada responsa-
blemente, pero en el marco del respeto a la Constitución, al Derecho In-
ternacional de los Derechos Humanos y la jurisprudencia constitucional. 
Durante dicho plazo la Asamblea y el Órgano Ejecutivo podrán emitir la 
normativa que estimen oportuna para controlar, eliminar y/o erradicar la 
pandemia de COVID-19 y sus riesgos para la comunidad, siempre que sea 
de conformidad con la Constitución y la jurisprudencia constitucional –en 
especial esta sentencia”.
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republicano, pilares del sistema político y jurídico salvadoreño: 
por un lado, el establecimiento de regímenes de suspensión de 
derechos constitucionales sin el debido soporte fáctico o eviden-
cia, es decir, emitidos por meros “decires” o mensajes de miedo, 
amenaza y zozobra; y, por otra parte, la invasión de funciones 
legislativas por parte del órgano ejecutivo, lo que constituyó una 
alteración a la noción básica de distribución y control del poder.

IV. Ejecución: golpe de estado contra la justicia

El 28 de febrero de 2021 se llevaron a cabo elecciones legislativas 
en El Salvador, con el resultado que el partido de Bukele, Nuevas 
Ideas (NI) obtuvo 56 de 84 escaños de la AL: ello supuso, en-
tonces, que NI logró obtener el número de diputados necesarios 
para una mayoría simple (43 diputados) e, incluso, para una ma-
yoría calificada de dos tercios (56 diputados).

La nueva legislatura (la 14ª desde la vigencia de la Constitu-
ción de 1983) se instaló el 1 de mayo de 2021 y, la primera de-
cisión que adoptó9 fue el cese inmediato y sin procedimiento de 
los cinco magistrados propietarios y cuatro suplentes de la SCn 
de CSJ:10 el presidente Bukele reconoció implícitamente, en una 
reunión privada con el cuerpo diplomático acreditado en el país 
que luego se divulgó en cadena nacional de radio y televisión, 
que el cese de los magistrados fue por orden presidencial.

9	 Decreto Legislativo No. 2, del 1 de mayo de 2021, publicado en el Diario 
Oficial No. 81. Tomo 431, del 1 de mayo de 2021.

10	 Inciso 2º del art. 174 Cn.: “La Sala de lo Constitucional estará integrada por 
cinco magistrados designados por la Asamblea Legislativa. Su presidente 
será elegido por la misma en cada ocasión en que le corresponda elegir ma-
gistrados de la Corte Suprema de Justicia; el cual será presidente de la Cor-
te Suprema de Justicia y del Órgano Judicial”. Para un panorama sobre el 
régimen normativo aplicable a la SCn/CSJ, vid., S. Enrique Anaya, “Sala de 
lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia El Salvador)”, Diccionario 
de Derecho Procesal Constitucional y Convencional; Consejo de la Judicatu-
ra Federal del Poder Judicial de la Federación-IIJ-UNAM, 2014, t. II, pp. 
1151-1153; y, a mayor detalle, S. Enrique Anaya, “Estatuto constitucional 
y legal de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de El 
Salvador”, La ciencia del derecho procesal constitucional, México, IIJ-UNAM, 
2008, t. II. 
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El cese de los magistrados fue claramente contrario a la Cons-
titución, a tratados internacionales de derechos humanos, a leyes 
locales y a la jurisprudencia nacional e internacional. En efecto:

a.	 El inciso 2º del artículo 186 Cn.11 sí establece que la AL 
es el ente competente para decidir sobre la destitución de 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia (en adelan-
te, CSJ), lo que incluye a los magistrados de la Sala de lo 
Constitucional, ya que esta se haya integrada en la CSJ.12

b.	 Sin embargo, el cese o destitución de magistrados úni-
camente puede disponerse previo procedimiento para la 
privación de un derecho,13 posibilitando el ejercicio del 
derecho de defensa,14 y única y exclusivamente por “cau-
sas específicas previamente establecidas en la ley”, con 
relación a lo cual no existe en El Salvador ley que esta-
blezca las causas para cese o destitución de magistrados 
de la CSJ.

c.	 En todo caso, ya que el cese de magistrados de la SCn de 
CSJ se efectuó con dispensa de trámite, sin procedimien-
to previo, sin posibilitar la defensa de los afectados y por 
motivos no previstos en ley previa, tal destitución tam-
bién supuso la vulneración del Reglamento Interior de la 
Asamblea Legislativa y de la Ley del Consejo Nacional de 
la Judicatura; en lo que supuso, en definitiva, violación de 

11	 Constitución, art. 186, inciso 2º: “Los magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia serán elegidos por la Asamblea Legislativa para un periodo de 
nueve años, podrán ser reelegidos y se renovarán por terceras partes cada 
tres años. Podrán ser destituidos por la Asamblea Legislativa por causas es-
pecíficas, previamente establecidas por la ley. Tanto para la elección como 
para la destitución deberá tomarse con el voto favorable de por lo menos 
los dos tercios de los diputados electos”. 

12	 Ibidem, art. 174, inciso 1º: “La Corte Suprema de Justicia tendrá una Sala de 
lo Constitucional, a la cual corresponderá conocer y resolverlas demandas 
de inconstitucionalidad de las leyes, decretos y reglamentos, los procesos 
de amparo, el habeas corpus, las controversias entre el Órgano Legislativo 
y el Órgano Ejecutivo a que se refiere el Art. 138 y las causas mencionadas 
en la atribución 7a. del Art. 182 de esta Constitución”.

13	 Ibidem, art. 11.
14	 Ibidem, art. 11 y 12. 
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los principios de separación de poderes15 y de indepen-
dencia judicial.16

d.	 Todavía más, de acuerdo a consolidada jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Cor-
te IDH),17 el cese o separación de magistrados o jueces, 
sobre todo de altas cortes, debe efectuarse únicamente 
por causales previstas en ley, mediante un proceso —jus-
to, objetivo e imparcial— que cumpla con garantías judi-
ciales y exclusivamente por faltas de disciplina graves o 
incompetencia.18

e.	 Incluso, la Corte IDH ha indicado que el cese o separa-
ción de jueces no debe efectuarse en razón de las opi-
niones rendidas en las sentencias,19 pero en el caso del 

15	 Ibidem, art. 86.
16	 Ibidem, art. 172.
17	 Al respecto, ver sentencias inter alia, Corte IDH. Caso del Tribunal Consti-

tucional vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero 
de 2001; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Ad-
ministrativo”) vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008; Caso Reverón Trujillo vs. Vene-
zuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de junio de 2009; Caso Chocrón vs. Venezuela. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011; Caso de  la  
Corte Suprema de Justicia  (Quintana Coello y otros)  vs. Ecuador. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones  y Costas. Sentencia de 23 de agosto de  
2013; Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 
de agosto de 2013; Caso López Lone y otros vs. Honduras. Excepción Preli-
minar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015; 
Caso Gutiérrez Navas y otros vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 29 de noviembre de 2023.

18	 Entre muchas, cfr.,  Corte IDH. Caso Gutiérrez Navas y otros vs. Honduras. Fon-
do, Reparaciones y Costas. Sentencia del 29 de noviembre de 2023; párr. 105.

19	 Vid., ibidem, párr. 107: “Asimismo, la Corte ha señalado que las opiniones 
rendidas en las sentencias de las autoridades judiciales no pueden ser mo-
tivo para la remoción del juzgador por parte del Poder Legislativo. El juicio 
político o la eventual destitución de quienes ejercen la judicatura no debe 
fundamentarse en el contenido de las decisiones que hayan dictado, en el 
entendido que la protección de la independencia judicial impide deducir 
responsabilidad por los votos y opiniones que se emitan en el ejercicio de 
la función jurisdiccional, con la excepción de infracciones intencionales al 
ordenamiento jurídico o comprobada incompetencia”.
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cese de los magistrados de la SCn de CSJ, ello se dispuso 
aduciendo como excusa que con las decisiones judiciales 
se habían violado derechos constitucionales.20

Luego del cese de los magistrados de la SCn de CSJ, inmedia-
tamente la AL acordó,21 sin seguir el procedimiento previsto en 
la Constitución y las leyes, el nombramiento de cinco “nuevos” 
magistrados de la SCn de CSJ, la que pasó a estar usurpada por 
cinco personas afines y dóciles a la presidencia de la República.

La extensión y profundización de la captura del poder judi-
cial se efectuó a través de una purga de jueces, cuando en medio 
de una campaña propagandística montada desde la presidencia 
de la República, acusando de corruptos a todos los jueces, la AL 
dispuso una serie de reformas a la Ley de la Carrera Judicial:22 
por una parte, ordenando el cese inmediato de todos los jueces 
mayores de 60 años de edad o 30 años de servicio y, por otra par-
te, obviando el papel del Consejo Nacional de la Judicatura (en 
adelante, CNJ), autorizó que la CSJ pueda disponer libremente 
sobre el nombramiento y traslados de los jueces y magistrados, 
con lo que a efectos jurídicos y prácticos, ello ha producido la ex-
tinción de la carrera judicial establecida constitucionalmente.23

V. Materialización: reelección presidencial

En el constitucionalismo salvadoreño ha sido una constante el 
principio de alternabilidad en el ejercicio de la presidencia de la Re-
pública, en el sentido que, como derivación de los principios re-
publicano y de legalidad, está prohibida la reelección presidencial 

20	 En efecto, en el decreto legislativo de cese de los magistrados de la SCn/
CSJ se alegó como excusa, […] por haber violentado con sus actuaciones al 
momento del juzgamiento de distintas causas constitucionales, diferentes 
categorías de derechos contenidas en la Constitución, con lo cual quedó 
demostrado que no son las personas idóneas para ejercer dicho cargo”.

21	 Decreto Legislativo No. 3, del 1 de mayo de 2021, publicado en el Diario 
Oficial No. 81. Tomo 431, del 1 de mayo de 2021.

22	 Decreto Legislativo No. 144, del 31 de agosto de 2021, publicado en el Dia-
rio Oficial No. 175, tomo 432, del 14 de septiembre de 2021. 

23	 Constitución, art. 186, inciso 1: “Se establece la carrera judicial”. 
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inmediata: así, la vigente Constitución de 1983 dispone en forma 
explícita, en al menos 6 disposiciones, que no está autorizada la 
reelección presidencial inmediata o continua.

La previsión de la prohibición de la reelección presidencial 
inmediata se advierte en el siguiente conjunto normativo:

a.	 La Constitución24 dispone que el sistema político y jurídi-
co de El Salvador corresponde a una República. 

b.	 Como parte del republicanismo, una de las reglas esencia-
les que desde la antigüedad caracteriza a la república es lo 
que se conoce como principio de temporalidad de los cargos 
electivos, que en los sistemas presidencialistas significa, 
al menos, la limitación temporal en el cargo por parte del 
presidente de la República.

c.	 En El Salvador, la decisión del constituyente fue estable-
cer25 —según el art. 88 Cn.— el principio de alternabilidad 
en el ejercicio de la Presidencia de la República, incluso cali-
ficándola como regla indispensable para el mantenimien-
to de la forma de gobierno y sistema político.

d.	 Dado que la presidencia de la República es un cargo per-
sonal, la alternabilidad o alternancia en el ejercicio de la 
presidencia que fija la Constitución impone el relevo per-
sonal, el cambio de la persona que ocupa dicho cargo, ya 
que, de continuar la misma persona en la presidencia por 
cualquier motivo, así sea por votación popular, la regla de 
alternancia se está violentado.

e.	 Para la limitación temporal del presidente en el cargo y 
así garantizar la alternancia en el ejercicio de la presiden-
cia, se ha fijado un período presidencial de cinco años.26

f.	 Incluso, para garantizar el principio de alternabilidad en 
el ejercicio de la presidencia de la República, se ha dis-

24	 Ibidem, art. 85.
25	 Ibidem, art. 88: “La alternabilidad en el ejercicio de la Presidencia de la 

República es indispensable para el mantenimiento de la forma de gobierno 
y sistema político establecidos. La violación de esta norma obliga a la insu-
rrección”.

26	 Ibidem, art. 154: “El período presidencial será de cinco años y comenzará 
y terminará el día primero de junio, sin que la persona que haya ejercido la 
Presidencia pueda continuar en sus funciones ni un día más”.
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puesto que aquel no puede reformarse, constituyendo, 
entonces, una cláusula pétrea o intangible, que configura 
un elemento distintivo del sistema jurídico y político sal-
vadoreño.

g.	 Todavía más, para reforzar la regla de alternancia en el 
ejercicio de la presidencia, la Constitución dispone como 
causal de pérdida de los derechos políticos, cuando en des-
lealtad constitucional, existan ciudadanos que promuevan 
o apoyen la reelección o continuación del presidente.27

h.	 Incluso se prevé que la AL tiene la obligación de descono-
cer al presidente que, terminado su período, continúe en 
el cargo.28

i.	 Además, ninguna disposición constitucional autoriza la re-
elección presidencial inmediata, como sí lo indica explíci-
tamente, inter alia, sobre diputados,29 magistrados de la 
CSJ30 y concejales.31

j.	 Y, para cerrar tal conjunto normativo, se establece que no 
puede ser candidato a presidente quien haya desempeña-
do la presidencia por más de seis meses, consecutivos o 
no, durante el período inmediato anterior.32 

La vigencia del principio de alternabilidad en el ejercicio de 
la presidencia de la República fue confirmada en sentencia de la 
SCn de CSJ,33 consignando:

27	 Ibidem, art. 75, ordinal 4º: “Pierden los derechos de ciudadano: Los que 
suscriban actas, proclamas o adhesiones para promover o apoyar la reelec-
ción o la continuación del Presidente de la República, o empleen medios 
directos encaminados a ese fin”. 

28	 Ibidem, art. 131, ordinal 16º. 
29	 Ibidem, art. 124.
30	 Ibidem, art. 186.
31	 Ibidem, art. 202.
32	 Ibidem, art. 152, ordinal 1º: “No podrán ser candidatos a Presidente de la 

República: 1º. El que haya desempeñado la Presidencia de la República por 
más de seis meses, consecutivos o no, durante el período inmediato an-
terior, o dentro de los últimos seis meses anteriores al inicio del período 
presidencial”.

33	 Sentencia de la SCn/CSJ, de las 13 horas y 50 minutos del 25 de junio de 
2014, en el proceso de inconstitucionalidad No. 163-2013.
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a.	 Que en la Constitución existe un “conjunto de preceptos 
encaminados a garantizar el principio de alternancia o al-
ternabilidad en el ejercicio de la Presidencia”.

b.	 Que todas “esas disposiciones indican que la Constitu-
ción prohíbe la reelección presidencial inmediata, suce-
siva o continua y la permanencia en el cargo de quien lo 
haya ejercido por otro título [...]”.

c.	 Que los “fines del principio de alternancia se relacionan 
en forma directa con las características fundamentales de 
la forma de gobierno”.

d.	 Que debe potenciarse “el derecho de todos a participar e 
intervenir en la gestión de la vida colectiva, mediante la 
renovación periódica de la legitimidad democrática de los 
funcionarios de elección popular”.

e.	 Que “la necesidad de cambio o rotación periódica en el 
ejercicio de la Presidencia de la República beneficia al 
principio democrático, ya que posibilita una mayor li-
bertad en el sufragio activo del conjunto de la ciudadanía 
[...]”.

A pesar de la contundencia de la normativa constitucional 
sobre la alternabilidad en el ejercicio de la presidencia de la Re-
pública, quienes usurpan funciones en la SCn de CSJ dispusieron, 
apenas cuatro meses después de su inconstitucional designación, 
en una enrevesada resolución de sobreseimiento34 dictada en un 
proceso de pérdida de derechos de ciudadanía, que la reelección 
presidencial inmediata o continúa sí está permitida por la Cons-
titución.35

34	 Resolución de la SCn/CSJ, de las 12 horas y 37 minutos del 3 de septiembre 
de 2021, en el proceso de pérdida de ciudadanía No. 1-2021. Para comen-
tarios sobre dicha resolución, vid.,  Carlos Ayala Corao, Hacia una justicia 
constitucional internacional de los derechos humanos (La internacionaliza-
ción de las constituciones y la constitucionalización de los tratados), Tirant Lo 
Blanch, México, 2024, pp. 538 y ss., quien califica tal resolución como “una 
mutación inconstitucional para habilitar una sola reelección presidencial 
inmediata, por ahora”.

35	 Organizaciones internacionales de defensa de los derechos humanos se 
pronunciaron contra la decisión de la SCn/CSJ impuesta y ocupada por 
usurpadores, como WOLA,  https://www.wola.org/es/2021/09/el-sal-
vador-presidente-reeleccion-judicial/; CRISTOSAL,   ww.cristosal.org/ES/
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Ello posibilitó que Bukele anunciara, el 15 de septiembre de 
2022, que se presentaría como candidato a las elecciones presi-
denciales de 2024, lo cual efectivamente sucedió.

Así, entre octubre y noviembre de 2023, una vez iniciado el 
proceso de inscripción de candidaturas presidenciales, aunque se 
presentaron múltiples impugnaciones a la candidatura de Bukele, 
el Tribunal Supremo Electoral autorizó su inscripción.

Ello condujo a que el 3 de febrero de 2024 se llevará a cabo la 
elección presidencial para el período 2024-2029, en la que, entre 
denuncias de irregularidades,36 Bukele fue declarado ganador y, 
así, el 1 de junio de 2024 se llevó a cabo la toma de posesión, sien-
do la primera en la que, desde 1935, un presidente en ejercicio 
asume el cargo para un período inmediato subsiguiente.

VI. Conclusiones: vino rancio,  
odres viejos, vasijas nuevas

Acostumbrada la prensa —de toda clase— al uso de expresiones 
llamativas en los títulos de sus reportajes o artículos, se genera-
lizó la calificación de Bukele, por edad y por utilización de redes 
sociales, como “presidente millenial”, como si la juventud y la 
presencia en internet fuere un fenómeno social y políticamente 
provechoso per se.

La realidad ha demostrado que más allá de la juventud y la 
popularidad en redes sociales, existen liderazgos políticos cuyo 
comportamiento no se diferencia, en el fondo, de los clásicos 
demagogos, hoy día, más generalizada la expresión populista y, 
cuyo proyecto político se reduce, en esencia, a un vino rancio —
concentración y perpetuación en el poder—, guardado en odres 
viejos – desmantelamiento de la institucionalidad, desinforma-
ción, represión —servido en vasijas nuevas—  presencia masiva 
en redes sociales, como X, TikTok, Instagram, etcétera.

wp-content/uploads/2024/02/Analisis-juridico-ejercicio-de-la-presiden-
cia_.pdfw

36	 Al respecto, vid., tanto el primero como el segundo informe preliminar de 
la Misión de Observación Electoral de la OEA en El Salvador, www.oas.org   
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En efecto, como parte de la —ocupando una conocida frase– 
civilización del espectáculo, los “nuevos” demagogos se diferen-
cian de los antiguos únicamente en la forma de impulso y con-
solidación de su imagen y de su proyecto, pero en el fondo son 
plenamente iguales a quienes en la historia humana procuraron 
y de o alcanzaron el poder con la finalidad de perpetuarse en 
el mismo para beneficio personal: el objetivo es el mismo;37 la 
estrategia es esencialmente la misma;38 las herramientas son las 
únicas diferentes.

Y es que, hoy día, a través de una aceitada maquinaria de 
propaganda en internet y redes sociales —incluyendo pago de 
influencers, youtubers, creadores de contenido, granjas de trolls, 
etc.—, así como en medios de comunicación tradicionales —ra-
dio, televisión, periódicos escritos—, se logra convertir en un 
fenómeno mediático, incluso a nivel regional, la imagen de un 
gobernante mesiánico y, todavía peor, la construcción de una 
realidad alternativa a la verdad fáctica, sustituyendo la realidad 
por la ficción,39 reemplazando la razón por la emoción: en re-
sumen, lo que se ha englobado bajo la expresión trastornos de la 
información.40

37	 Al respecto, Moisés Naím, La revancha de los poderosos, México, Debate, 
2022,  p. 16, señala: “Los nuevos autócratas han sido los primeros en utili-
zar técnicas innovadoras para hacerse con un poder ilimitado y conservar-
lo el mayor tiempo posible. Su principal objetivo, no siempre alcanzable, 
pero por el que luchan con ahínco, es el poder para toda la vida”. 

38	 Levistsky y Ziblatt, op. cit.;  pp. 67 y ss., señalan 4 indicadores claves de un 
comportamiento autoritario: rechazo de las reglas democráticas, negación 
de la legitimidad de los adversarios políticos, tolerancia o fomento de la 
violencia, predisposición a la restricción de las libertades civiles. Naím, op. 
cit.,  p. 17 y ss., identifica como componentes de la fórmula de los autócra-
tas, lo que denomina 3P: “populismo, polarización y posverdad”.

39	 Aunque la mentira ha sido prácticamente consustancial a la política, la no-
ción de posverdad supera a aquélla, pues plantea una realidad alternativa, 
promoviendo una disonancia cognitiva colectiva. Sobre la noción de pos-
verdad, entre inabarcable literatura, cfr., Máriam Martínez-Bascuñán, Una 
aproximación a la posverdad desde el pensamiento de Hannah Arendt: triba-
lismo, ajuste entre realidad y mentira y ruptura del mundo común; en Revista 
de Estudios Políticos Madrid, CEPC, núm. 203, 2024,  pp. 63 y ss.

40	 Sobre esta expresión, Rafa Rubio Núñez, “Los efectos de la posverdad en la 
democracia”,  Revista de Derecho Político, núm. 103, Madrid, UNED, 2018, 
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Así, que definitivamente, los “nuevos” autócratas no son sino 
simple continuación y remedo de los “viejos” autócratas, por lo 
que la resistencia y la lucha contra los despotismos requerirá de 
la misma antigua fórmula —democracia y ciencia, tanto social 
como exacta— pero presentada a través de nuevas herramientas: 
en ello, el constitucionalismo, como herramienta filosófica, políti-
ca y jurídica, será ineludible e indispensable.

p. 198: “[…] describiría de una forma más amplia un fenómeno complejo 
que, además de bulos, incluye la descontextualización espacial o temporal 
de noticias, el uso del humor, con lo famosos memes, para transmitir este-
reotipos que no se corresponden con la verdad, los errores informativos, la 
manipulación política y la alarma social”.
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